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escrito de 28 de marzo; 6.°, que en el expediente administrativo consta
el domicilio de la empresa demandada que es. por otro lado. de renombre
en el mercado nacional.

presupuestos procesales. exigidos en el presente caso de una manera
ri¡ldamentc fonnalista. que pu¡na frontalmente con dicho principio
con resultado lesivo del derecho invocado.

4. La valoración razonable y equilibrada del col'\iunto de circuns­
tancias que se deja expuesto evidencia. sin ningWt ¡énero de duda.
que la decisión de archivo de la demanda so apoya en una interpretación
rlgidamento fonnalista y claramente desproporcionada que debemos
declarar lesiva. del derecho fundamental cuya protección soücita el
recurrente. pucstO que no merece tan desmesurada sanción quien.
habiendo obrado con evidente buena fe y diligencia, ha incurrido en'
la en este caso, -intrascendente falta de presentar. con la mínima demora
formal de un d1a. un escrito que tenia por objeto subsanar el defecto
de no indicar un doriticillo que ya constaba en el expediente admi­
nistrativo reclamado por el propio Magistrado. Aunque el demandante
no hubieR" tenido que dedicar diez aftas para aaotar_las vlas admi­
nistrativa y judicial. cuya tramitación. bien pudo evitarse de no haber
incurrido la Administración en el error de no reconocer la incompetencia
que mU tarde declaró el Tribunal Supremo, la improcedencia de adoptar
la medida recurrida vendría sufiCientemente justificada por las circunlr
tancias que rodearon la notificación de la providencia ordenando la
subsanaci6n.

Si a todo eDo se une que tambi6n anteriores decisiones del Magistrado
le oblipban a no adoptar tan paye sanción sin comprobar antes el
contenido del expediente administrativo que el mismo Ma¡istrado habia
reclamado y cuya recepción, según la Sentencia del Tribunal Supremo,
era previa al emplazamiento de las partes. resulta inevitable concluir
que el cierre del proceso laboral, con el consiguiente reSUltado de inde­
fensi6n y de ptrdlda del derec:ho a la tutela judicial. es totalmente
incompatible con el principio de interpretaci6n favorable a la efectividad
del derecho constitucional que debe observarse en la exigencia de los

FALLO

En atenci6n a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTIICION DE LA NACIÓN ESPA·
ÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Nestor Alberto Lastras Recio
y, en su consecuencia.

1.° Declarar la nulidad de·La providcncia de la Magistratura dc
Trabajo nUmo 10 de Madrid. de 20 de julio de 1987, por la que se
declaró el archivo del procedimiento sobre clasificación profesional
promovido por don Nestor Alberto Lastras Recio contra «Standard
EICCtriCa. Sociedad Anónima:t, ante dicha Magistratura. asi como la
nulidad de todas las actuaciones judiciales posteriores.

2.° Reconocer a dicho demandante el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva que le garantiza el art. 24.1 de la Constitución.

3.° Restablecer al mismo en la integridad de su derecho, a cuyo
fm se acuerda retrotraer las actuaciones judiciales al momento inme­
diatamente anterior al·de· dictar la providencia que se anula. al objeto
de que por el órgano judicial se tenga· por subsanado el defecto de
falta de indicación del domicilio de la demandada y continúe la tra­
mitación del procedimiento por sus trámites Isgales.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a diecinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Luis L6pez Guerra.-Eupnio D~ EimiL-Alvaro Rodriguez
BereÜo.-José Gabald6n López.-Jullo Diego González Campos.-Carles
VIVCf y Pi·Sunyer.-Firmados y rubricados. .

La' Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta pur don
Luis L6pez Guerra. Presldente; don Eugenio 0Iaz EimiL don Alvaro
Rodrl¡uez Bereijo. don José Gabald6n L6pez. don Julio Diego GonzAlez
Campos y don Caries Vlver Pl-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

Be el recurso de amparo núm. 2.58711989. interpuesto por don
Jo56 MJauel López Oonzélez. representado por la Procuradora de los
Trlbunafes dolla MarIa Rodrlguez Puyol y asistido por el Letrado don
Rafael Loo Loo. contra la Sentencia de la Magistratura de Trabl\io
de AImerla, de 23 de Junio de 1986. dictada en autos 2.262/1985
sobre reclamaci6n por invalidez permanente. Ha sido parte el Ministerio
Fiscal y Ponente el Ma¡istrado don José Gabald6n L6pez. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito pr~sentado en este Tnounal el dia 26 de diciembre
de 1989, don JoM Miguel L6pez González solicitó el nombramiento
de Abopdo y Ptocurador del tumo de oficio para interponer recurso
de amparo. Efectuados los nombramientos solicitados. el Letrado desig­
nado en primer lugar, don Angel Ortiz Ortiz. por escrito presentado
el 20 de febrero de 1990, se excusó· de la defensa del rcCUl'I'ente.
Por providencia de 26 de febrero, la Sección Cuarta acordó remitir
testimonio de Iaa actuaciones al Consejo General de la Abogacía para
que, de confonnidad con el arto 38 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
(L.E.C.), flD1i.tiese el correspondiente dictamen sobre si podia o no
sostenerse la pretensi6n detrecumnte. Considerada insostenible la pre­
tensión de amparo por la Junta de Gobierno del Colegio de Abogados
de Madrid. en dictamen de fecha 24 de abril de 1990, la Sección,
por nueve. proveido de 21 de mayo siguiente, acordó dar vista de
dicho clictamen al Ministerio Fiscal, a los efectos del ~ 39 L.E.C.,
por si c:ont!derue sostenible la referida acción de amparo O. en su
caso, pudiera ejercitar dIcha acción confonne al art. 46.1 b) de la

LOTe. Emitido dietam.n por el fiscal ante el Tribunal Constitucional.
en focha 1 de junio de 1990, en el sentido de considerar insostenible
la acción de amparo y por .ende no ejercitar la facultad que le otorga
el art. 46.1 b) de la LOTC. la SeccI6n. por providencia de 7 de junio.
acordó denegar al demandante de amparo el beneficio de justicia gra­
tuita, concediéndole un plazo de diez dlas para que pudiera comparecer
en fonna por Abogado Y Procurador de su Ubre designación y a su
costa. aperctbiéndole que de no comparecer con tal carácter y dentro
del· plazo indicado se declararta tenninado el proceso. ordenando el
archivo de las actuaciones. por insostenibUidad de la acción.

Transcunido en exceso el plazo concedido sin que constase que
el recurrente hubiera dado: eumDtimiento '. lo acordado. la Sección.
por providencia de 19 de julio de 1990. declaró la caducidad del recurso
de amparo, procediéndose al archivo de las actuaciones. En fecha 14
de noviembre se hizo entrega a la Sala .Squnda de este Tribunal del
escrito de personad6n en nombre.del recurrente de la Procuradora
designada por el mismo, formalizando la demanda de amparo el Letrado.
asimismo. de su libre designación. Dicho escrito babia sido presentado
en el Registro General de este Tribunal el dla 27 de junio de 1990
y por error había sido turnado como si fuera un nuevo recurso de
amparo, por lo que la Sección. por Auto de 19 de noviembre de 1990,
acordó la nulidad de la providencia de caducidad de 19 de julio y
tener por formalizada en tiempo y fonna la demanda de amparo.

2. La demanda se basa. en stntesis. en los siguientes hechos:

a) Por Resolución de la Di.recci6n Provincial del Instituto Nacional
de la Seguridad Social (I.N.S.S.) de Almerta. de 28 de enero de 1981.
previo infonne preceptivo y vinculaD.. de la Comisión Técnica Cali·
ficadora Provincial, el recurrente en amparo fue declarado en situación
de invalidez pennanente a causa de ct1fennedad común, en el grado
de incapacidad permanente total para su profesi6n habitual de obrero
de la construcción. con derecho a. percibir una pensión vitalicia del
SS ¡)or 100 de la basc reguladora, cifrada en 12.375 pesetas mensuales.

El dictamen médico en que se basaba tal declaraci6n fue el siguiente:
«Escoliosis dorsal dextroconves. con v6rtebras llmites de 3 a 7 o.
30 grados de angulación con deformidad eune1tonne de 5 y 6 dorsal.
Espina bifida Se. Dicha escoliosis esté compensada. Tuvo un Manto\Lx
intensamente positivo· en tnltamiento. Radlculltis extremidades supe­
riores».

b) La Dirección Provincial del I.N.S.S. de Almeria revi.SÓ de oficio
la situación de incapacidad en la que babia sido declarado el demandante
de amparo y, por Resolución de 29 de junio de 1985, al resultar del
ínfonne emitido por Unidad de Valoración. Médica de Incapacidades
que aquél padecia en la actualidad cESCOtiOlil dorsal dcxtroconvesa»,
consideró. vista la pwplJesta de la Comisión Provincial de Evaluación
dO' Incapacidades. modificadas- laS lesiones o su indice de afectación

Sala Segunda. Sentencia 155/1992. de 19 de octubre.
Recurso de amparo 2.587/1989. Contra Slntencia de la
Magistratura de Trabajo deAlmerfa. dictada en autos sobre
recfamqci6n pOr inyoUdez permanente. Yulneración del
dencho a /0 tutela judlclbJ efectiva: Falta de motivación
de la Sentencia recurrida.

25292



56 Martes 17 noviembre 1992 BOE núm. 276. Suplemento

respecto de la capacidad de ganancia del sujeto inválido. como evi­
denciaba, el cotejo de cuadros seculares. y que, en consecuencia, debía
operarse la reldtiva variación del grado de incapacidad permanente
y proceder a su modificación. acordando declarar que el demandante
de amparo no se encontraba afecto a ningún grado de incapacidad
pemLanente, dado que las secuelas objetivas que en ese momento se
reflejaban revelaban un menoscabo inferior. prácticamente nulo, que
suponía la recuperación de sus facultades generales y la posibilid,ad
de prestar actividades laborales rentables.

Contra la citada Resolución formuló el ahora solicitante de amparo
reclamación previa. que fue desestimada por Resolución de la Dirección
Provincial, de fecha 12 de septiembre de 1985.

c) El recurrente de amparo interpuso demanda ante la Magistratura
de Trabajo de Almeria (hoy Juzgadode lo Social núm. 1), solicitando
la declaración de nulidad de la mencionada Resolución y la reposición
en su situación anterior, que fue desestimada por Sentencia de 23
de junio de 1986. Se afmna en la citada Sentencia que o!<:el estado
patológico del actor y su influjo en la capacidad laboral estan ade-­
cuadamente calificados en la Resolución administrativa impugnadajuris-­
diccionalmente, sin que se haya aportado prueba suficiente que desvirtúe
las que sirvieron de fundamento a tal" Resolución. que goza de presunción
de certeza, confonne al arto 120.3 de la Ley de Procedimiento Laboral»,
por lo que se desestimó la demanda. confmnando la Resolución
recurrida.

d) Contra la citada Sentencia interpuso el solicitante de amparo,
como en la misma se indicaba. recurso P.e suplicación. Por Auto de
fecha 7 de noviembre de 1989. la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid declaró improcedente el recurso. en aplicación
de los arts. 153 y 178 de la Ley de Procedimiento Laboral. al ser
inferior a 200.000 pesetas en cómputo anual la cuantia de las pres­
taciones reclamadas a la Seguridad Social.

3. Se alega la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva. recogido
en el arto 24.1 de la Constitución, por falta de motivación de la Sentencia
de Magistratura de Trab~o. puesto que el único argumento dado en
dicha Sentencia para desestimar la demanda es la presunción de certeza
de la Resolución administrativa para calificar el estado patológico y
su influjo en la capacidad laboral dei ahora recurrente en amparo,
presunción que tenian, sostiene éste, las afmnaciones de hecho de
las resoluciones de las extinguidas Comisiones Técnicas Calificadoras,
que eran.vinculantes para el I.N.S.S.• pero que no tienen las propuestas
de las actuales Comisiones de Evaluaciones de Incapacidades. según
reiterada jurisprudencia, por ser un órgano dependiente del I.N.S.s.

Asimismo, se invoca frente a la citada Resolución judicial la vul·
neración de los principios de igualdad en aplicación de la Ley (art.
14 CE.) y de seguridad jurldica (art. 9.3 C.E.). Estima el demandante
de amparo de aplicaCión al presente supuesto la doctrina recogida
en la STCI2/1989, en la que se otorgó el amparo solicitado por
la entonces recurrente; al haber vulnerado la Sentencia impugnada el
derecho a la tutela judicial efectiVa. en su vertiente del derecho a la
ejecución de las resoluciones judiciales fumes, al haber procedido a
la revisión de la cuantia de una pensión f.uada por una anterior resolución
judicial fume.

Por ello, suplica al Tribunal Constitucional la admisión a trámite
de.la demanda y que, tras los trámites oportunos, diete Sentencia por
la que se otorgue el amparo sollcitado y se declare la nulidad de la
Sentencia de la -Masistratura de Trabajo de Almerla, retrotrayendo las
actuaciones al momento anterior al de dictarse la misma, o bien se
aplique la doctrina recogida en la STC 12/1989. o se reponga al recurren­
te en la situación precedente hasta que por Sentencia se modifique
el derecho que tenia reconocido.

4. La Sección Cuarta, por providencia de 28 de 'enero de 1991,
acordó admitir a trámite la demanda de amparo y, de conformidad
con el art 51 de la LOTe. interesar de la SaJa de lo'Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid y del Juzgado de lo Social núm. I
de Almeria. respectivamente, la remisión de certificación o fotocopia
debidamente adverada de las actuaciones correspondientes al recurso
de suplicación núm. 139/1986 y al proceso 2.262/1985, debiendo
emplazar previarnCJ)te el Juzgado de 10 Social a quienes hubieran sido
parte en Ja via judicial. a excepción del demandante de amparo, por
si deseasen COmparecer en este proceso.

Por providencia de 22 de abril de 1991, la Sección acordó -acusar
recibo de las actuaciones remitidas y, de confonnidad con lo dispuesto
en el arto 52.1 de la LOTe, dar vista de las mismas. por plazo común
de veinte días, a la Procuradora doña Maria Rodriguez Puyol, en nombre
del solicitante de amparo. y al Ministerio Fiscal. para que pudieran
.presentar las alegaciones que estimasen pertinentes.

5. En su escrito de alegaciones. presentado en el Registro General
de este Tribunal el dia 8 de mayo de 1991, el solicitante de amparo
reitera en todos sus· ténninos el contenido. de su escrito de demanda.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional evacuó el trámite de
alegaciones conferido mediante escrito registrado en fecha 30 de mayo
de 1991, en el Que interesa se dicte Sentencia en virtud de la cual
se acuerde denegar el amparo solicitado. ya que la resolución judicial

recurrida no ha vulnerado los arts. 14 y 24.1 de la Constitución.
En cuanto a la alegada violación del derecho a la igualdad

(art. 14 c.E.) Que se hace en la demanda. la considera el Ministerio
Fiscal, de un lado, en cuanto se combinan con manifiesta impropiedad
los arts. 14. 24 y 9.3 de la CE.• como una invocación retórica y
postiza al núcleo esencial de 10 reclamado por la demanda, y. de otro,
carente de contenido constitucional. por cuanto no se cita término
de comparaciéon alguno, sino que se alude a Que la Sentencia dictada
por Magistratura de Trabajo deberia haber seguido Jo decidido en
la STC 12/1989, lo que evidentemente no puede suponer la violación
del derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley. Ello. además
de que no existe identidad de contenidos en el caso ahora contemplado
con el Que fue objeto de la STC 12/1989. pues en este supuesto se
trataba de la revisión de una pensión por parte del LN.S.S. que había
sido concedida por Sentencia fmne, habiéndose otorgado el amparo
solicitado porque la Resolución revisora vulneraba el derecho a la eje­
cución de las resoluciones judiciales finnes (art. 24.1 CE.), mientras
que en el presente caso el actor disfruta de una pensión por concesión
administrativa del propio I.N.S.S. y, por tanto. con nula intervención
judicial. Lo Que, por otra parte, es congruente con las reiteradas reso­
luciones de este Tribunal Constitucional en la materia para supuestos
idénticos (providencias de 18 de junio de 1990, r. a. 2608/1989 y
de 18 de julio de 1990, r. a. 629/1990).

Respecto a la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión (art. 24.1 CE.) distingue el Ministerio Fiscal en las ale­
gaciones del recurrente dos niveles: El primero, referido a que el1N.S.S.
no podia revisar de oficio ni dejar sin efecto una pensión sin acudir
al orden jurisdiccional laboral. y, el segundo, que apunta tanto a una
falta de congruencia como de fundamentación en la Sentencia dictada
por Magistratura de Trabajo_

En cuanto al primero de los niveles señalados estima que un examen
del expediente administrativo de revisión· de la pensión y del proceso
judicial lleva a concluir que no han concurrido irregularidades procesales
esenciales que hayan causado indefensión al demandante. En efecto.
la Ley de la Seguridad Social prevé y pennite una revisión de la invalidez
pennanente, as! como las relativas a los distintos grados de incapacidad
(arts. 143, 145 L.G.S.S., Real Decreto 2.609/1982, de 24 de septiembre,
y Orden de 23 de noviembre de 1982) y, aunque la revisión se iniciara
de oficio, el I.N.S.S. oyó los dictámenes de los Peritos médicos y
de los organismos especializados (Comisiones Técnicas de Evaluación),
habiendo iniciado el demandante frente a las Resoluciones adminis­
trativas el proceso laboral en el que de nuevo se debatieron el expediente
administrativo y sus Resol'!ldones.

Por otra parte, y en relación con el segundo de los niveles apuntados.
considera que aunque la Sentencia de Magistratura viene confonnada
a través de un impreso, ello 110 supone per se violación del derecho
a la fundamentación de las resoluciones judiciales, siempre que estas
respondan de manera. si no exhaustiva, si bastante, a las pretensiones
de las partes. como tiene declarado este Tribunal, entre otres. en las
SSTC 74/1990 y 95/1990. Pues bien. lo que el solicitante de amparo
planteaba en la demanda laboral era la nulidad ·de la Resolución del
I.N.S.S. que suprimió su pensión, poniendo especial énfasis en la ausen­
cia de titulación del especialista que habia infonnado la modificación
de la lesión, asi como la falta de concreción de los datos y elementos
fisico-médicos que habian provocado la revisión y revocación de la
pensión. argumentós ambos que el actor habla esgrimido en la preceptiva
reclaJl).ación previa desestimada por el I.N.S.S. La Sentencia dictada
por Magistratura ratifica las Reso1uc.iones del I.N.S.S. que habian deses­
timado las razones del artor. por lo que la Sentencia recurrida desestima
implícitamente tos argumentos de la demanda, qué nada nuevo y esencial
planteaban, con ·10 que quedaban cubiertos tanto el flanco de la moti­
vación de las resoluciones judiciales como el de la debida congruencia
de las mismas, sin que el caso de autos parezca avenirse con el con­
templado en la STC 74/1990.

7. Por providencia de 24 de septiembre de 1992, se señaló para
deliberación y votación de la presente Sentencia el día 19 de octubre
siguiente.

n. Fundamentos jurídicos

l. Este recurso tiene por objeto la Sentencia de la Magistratura
de Trabajo dc·Almeria desestimatoria de la demanda presentada por
~I actor frente a la Resolución dell.N.S.S. que, en expediente de revisión
de oficio como consecuencia de la favorable evolución de su situación
patológica, detenninante de su declaración de incapacidad permanente
total, te declaró no afecto a ningún grado de iñc:apacidad pennanente.
La demanda de amparo se funda en la violación del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), por fatta de motivación de la
Sentencia, así como la de los principios de igualdad en la aplicaci6n
jurisdiccional de la Ley (art. 14 CE.) y de seguridad jurtdica (art.
9.3 C.E.).

2. La vulneración del principio de igualdad. como destaca el Fiscal,
se hace sin aponar ningún elemento concreto de referencia que pueda
servir de tennmo de comparación para demostrar que en una situación



.:., BOE núm, 276. Suplemento Martes 17 noviembre 1992 57

25293

idéntica la Magistratura de Trabajo de Almeria ha llegado a lina solución
distinta. El principio de seguridad jurldica no es invocable en amparo.
ni resulta aplicable al caso la jurisprudencia constitucional Que se cita
(STC 12/1989) referida a un supuesto en que se intentaba por el
I.N.S.S. revisar la cuantía de una pensión ya fijada en Sentencia anterior
fmn~ supuesto distinto al ahora contemplado. en el que se trata. sim·
plemente, de revisar la pensión concedida por el I.N.S.S.. sin inter·
vención judicial.

Ha de excluirse también de nuestro examen. por ser materia de
legalidad ordinaria cuyo conocimiento corresponde en exclusiva a los
órganos judiciales del orden social, la cuestión acerca de si las propuestas
de las actuales Comisiones de Evaluación de Incapacidades gozan o
no de la presunción de certeza que tenian reconocida las afirmaciones
de hecho emitidas por las extinguidas Comisiones Técnicas Calificadoras
(art. 120 L.P.L.). Por consiguiente. debemos ahora limitamos a examinar
la preslUlta wlneración del derecho a la tutela judicial efectiva por
falta de motivación de la Sentencia dictada por la Magistratura de
Trabajo desestimando la reclamación del recurrente interpuesta frente
a la decisión del I.N.s.S. Que modific6 la calificación de sus lesiones
y l~ Privó de la pensión de incapacidad qUe tenia reconocida.

3. Procede destacar que el presupuesto de hecho necesario para
que las entidades gestoras puedan realizar la revisión de oficio de las
declaraciones de invalidez y proceder. en el caso de una evolución
favorable en la patologia del beneficiario, a reducir o, incluso. suprimir
la prestación inicialmente concedida. consiste en la roejorla de las dolen·
cias y la correspondiente reducciQn de sus efectos invalidantes. y la
impu¡naci6n judicial de las resoluciones administrativas recaídas en
esos expedientes constituye instrumento imprescindible para garantizar
que- aquella privación de derechos por cambio sobrevenido de las cir·
cunstancias no se produzca sin la adecuada fundanlentaeión. En razón
de esa función de prantia que corresponde a los órganos judiciales
en estos procesos; es exigible a la Sentencia una motivación suficiente
que examine criticamente los fundamentos de la Resolución que se
impugna, para Degar a la conclusión de que realmente se ha producido
una evolución de las dolencias que justifique la reducci6n o supresión
de la prestación inicialme.nte reconocida.

4. En el caso. la Sentencia impugnada carece de una motivación
que. según lo dicho. seria nec:esaria para poner de manifiesto la realidad
de los fundamentos de la decisión adoptada Tratándose, como decimos.
de la impugnación de un acto de revisión de oficio de la anterior
declaración fume de invalidez pennanente. una motivación minimH.
del fallo exigia la referencia critica a los hechos y la valoración médica
contenidos en el expediente y en los que la decisión administrativa
se fundaba puesto que por medio de ellos habla de ponerse de manifiesto
la comparaci6n entre la dolencia inicial y la actual. determinante de
una consecuencia tan importante como un -cambio en la patologia
con miucción de los efectos invaUdantes. Asi resulta de la STC 15/ t 991.
donde se subraya la necesidad de fundamentación en e5tOScasos. Lejos
de ellO, la Sentencia ahora impUlPlada omit&-.cualquier consideración
acerca del acieno de 101 f\mdanientos del acto que se impugna, no
analiza los die1Amenes del expediente y la fundamentación de aquél
no ofrece argumento alSuno acerca de la valoración que el mismo

Sala Segunda. Sentencia J56/1992, de 19 de octubre.
Recurso de amparo 1.562/1990. Contra untencia del Juz­
gado de Instruccl6n núm. 10 de Barcelona. ('eca/da en
apelacl6n de la dictada por el Juzgado de Distrito número
J6 de la misma ciudad, en juicio de faltas seguido por
Imprudencia. Vulneracl6n del derecho a la tutela judie/al
tifecttva: fa/la de citación del recurrente.

La ,Sala- Sepndadel Tribunal Constitucional. compuesta por don
Luis López Guerra,. Prtlsidente: don Eugenio Diaz Eimi1" don Alvaro
RodtIaua Ilere\lo. don José Gabald6n L6pez. don Julio Diego González
Campos y don Caries Vivcr pt·Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo nÚID. 1.56211990. interpuesto por el Pro­
cwador don Luis Fernando Alvarez W'lcse. en nombre y representación
de don MaDuel Sinchez Feméndez. asistido del Letrado don Samuel
P6rez 00nzi1ez. contra la Sentencia del Juzgado de Instmcei6n núme·
ro 10 dO Barcelona. de 22 de diciembre de 1988. recaida en apeJación
de la pftlÍ1Wl_ por el entonces Juzgado de Dlstrllo núm. 16 de
la-.ciudad, en autos dejüiclo de faltas núm. 2.861/1982. seguidos
por imprudencia. Han sido partes el Ministerio Fiscal, la Comisión
Uquidadora de Entidades Aseguradoras. representada por la Procu.

y sus fundamentos te merecen y, para desestimar la demanda. se limita
aafinnar que el recurrente no ha probado sus alegaciones. Este único
argumento. aparte su laconismo y alejamiento de todo análisis del acto
cuya validez resuelve•. no guarda relación con el objeto del debate.
puesto que. al usar un fonnulario confIgurado para un supuesto distinto
al enjuiciado (reclamación frente a una declaración de invalidez y no
a una revisión de oficio de la misma) en realidad resuelve sobre esa
cuestión Y. por otra parte. ofrece como única razón la presunción.
de certeza (no desvirtuada) de las aftrnlaciones de hecho de las extin­
guidas Comisiones Técnicas Caüficadoras. sin tampoco argumentar
acerca del alcance actual de las efectuadas por las Comisiones de Eva·
luación de incapacidades. ni menos aún sobre las posibilidades de des­
virtuar los hechos en que se fundan.

La carencia real de motivación es. pues. patente y no principalmente
por su laconismo. sino por la desviación entre lo debatido (existencia,
se repite. de mejoria en las lesiones invaUdantes) y lo resuelto. que
se refiere a una calificación ex·novo de la innlidez como si de plan­
teamiento actual Se tratara y no de la mejorla de la anterior que el
recurrente negaba. El Magistrado de Trabajo. desviándose del objeto
de la litis (como demuestra la cita del arto 135 de la Ley peneral
de la Seguridad Social) basó su decisión exclusivamente en el acierto
de la calificación actual sin referencia alguna a los fundamentos de
la revisión de oficio, la cual «sólo puede ser alterada si se constata
efectivamente una sensible mejorla de la situación originaria» (STC
15/199 1) Y sin dar. en deftnitiva. una respuesta razonada y congruente
can la impugnación formulada por el demandante. Por consiguiente.
debe concluirse que la Sentencia de Magistratura de Trabajo impugnada
desconoció el derecho. del recurrente a la tutela judicial efectiva al
no motivar la desestimación de su pretensión como consecuencia de
haberlo hecho incongruentemente respecto de una cuestión distinta.
Procede. en consecuencia, la estimación del recurso.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Miguel López González
Y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente.
2.d Anular la Sentencia de la Ma¡istratura de Trabajo de Almena

de 23 de junio de t 986. dictada en el expediente 2.262/1985.
3.° Devolver las actuaciones al Juz¡:ado de lo Social núm. 1 de

Almena. para que dicte nueva Sentencia suficientemente motivada y
congruente con la pretensión del actor.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Luis López Guerra.-Eugenio Diaz Eimil.-Alvaro Rodriguez
Bereijo.-José Gabald6n López.-Julio Dieso Oonzález Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

radora doña Maria Teresa de las Alas Pumariño Larrat1aga y asistida
por el Letrado don EdmundoAn¡u1o Rodrl¡uez y don José Lanao
Cosculluela, representado por la Procuradora doi\a Ana Julia Vaquero
Blanco y asistido por el Letrado don Guillenno Claveria Almazor.
Ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González Campos.
quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecede.tes

1. El 22 de junio de 1990 ·tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal escrito por virtud del cual el Procurador de los Tri·
bunales don Luis Fernando Alvarez W'"1eII, actuando en nombre y
representaci6n de don Manuel Súlc:hez Fem6ndez. interponia recurso
de amparo contra la Sentencia pronunciada el 22 de diciembre de
1988 por el Juzgado de Instrucción mim. 10 do Barcelona, que revocaba
parcialmente la dictada por el Juzaado de Distrito núm. 16 de dicha
ciudad en el juicio de faltas nÚm. 2.86J/1982.

2. La demanda de amparo se funda, en sintesis, en los siguientes
antecedentes de hecho:

A) A raíz de un accidente de tráfico. el demandante fue condenado
por el Juzgado de Distrito núm. l6 de Barcelona. como autor de una
falta de improdencia simple cOIN'fiultado do lesiones y daños, a una
pena de 5.000 pesetas de multa, reprensiOn pdMda, un mes de privación
del penniso de conducir y costM. AsimiIlDO¡ a que indemnizase a
los perjudicados en cantidades que ascendiMla los 2.462.900 pesetas.


